
 

 

Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

Presunción de inocencia. Artículo 11, numeral 1. 

Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 

se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 

asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 

Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional y sus 

protocolos. 

Artículo 8, numeral 1: Penalización de la corrupción. 

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 

para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente. 

Numeral 2: Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas 

y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el 

párrafo 1 del presente artículo cuando esté involucrado en ellos un funcionario público 

extranjero o un funcionario internacional. 

Artículo 9, numeral 1: Medidas contra la corrupción. 

Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, cada Estado 

Parte, en la medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, 

adoptará medidas eficaces de carácter legislativo, administrativo o de otra índole para 

promover la integridad y para prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios 

públicos. 

Artículo 11, numeral 2. Proceso, fallo y sanciones. 

Cada Estado Parte velará porque se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales 

de que disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de 

personas por los delitos comprendidos en la presente Convención a fin de dar máxima 

eficacia a las medidas adoptadas para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, 

teniendo debidamente en cuenta la necesidad de prevenir su comisión. 

Numeral 3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de 

la presente Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas de conformidad 

con su derecho interno y tomando debidamente en consideración los derechos de de la 

defensa, con miras a procurar que al imponer condiciones en relación con la decisión de 

conceder la libertad en espera de juicio o la apelación se tenga presente la necesidad de 

garantizar la comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior. 



 

 

Numeral 4. Cada Estado Parte velará porque sus tribunales u otras autoridades 

competentes tengan presente la naturaleza grave de los delitos comprendidos en la 

presente Convención al considerar la eventualidad de conceder la libertad anticipada o la 

libertad condicional a personas que hayan sido culpables de tales delitos. 

Artículo 12, numeral 7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un 

delincuente que demuestre el origen lícito del presunto producto del delito o de otros 

bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con los principios de 

su derecho interno y con la índole del proceso judicial u otras actuaciones conexas. 

Art. 24 Protección de testigos. 

Art. 26 Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas de hacer 

cumplir la ley. 

Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 

sicotópicas. 1988. 

Art. 3. Delitos y sanciones. Numeral 2. A reserva de sus principios constitucionales y de los 

conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada una de las Partes adoptará las 

medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales conforme a su derecho 

interno, cuando se cometan intencionalmente, la posesión, la adquisición o el cultivo de 

estupefacientes o sustancias sicotrópicas para el consumo personal en contra de lo 

dispuesto en la Convención de 1961, en su forma enmendada o en el Convenio de 1971. 

Numeral 6. Las partes se esforzarán por asegurarse de que cualesquiera facultades legales 

discrecionales, conforme a su derecho interno, relativas al enjuiciamiento de personas por 

los delitos tipificados de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, se ejerzan 

para dar la máxima eficacia a las medidas de detección y represión, respecto de esos delitos 

teniendo debidamente en cuenta la necesidad de ejercer un efecto disuasivo en lo referente 

a la comisión de esos delitos. 

Numeral 7. Las Partes velarán porque sus tribunales o demás autoridades competentes 

tengan en cuenta la gravedad de los delitos enumerados en el párrafo 1 del presente 

artículo al considerar la posibilidad de conceder la libertad anticipada o la libertad 

condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de alguno de esos delitos. 

9. Cada una de las Partes adoptará medidas adecuadas, conforme a lo previsto en su propio 

ordenamiento jurídico, para que la persona que haya sido acusada o declarada culpable de 

alguno de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, que 



 

 

se encuentre en el territorio de dicha Parte, comparezca en el proceso penal 

correspondiente. 

Art. 5. Decomiso. Numeral 7. Cada una de las partes considerará la posibilidad de invertir la 

carga de la prueba respecto del origen ilícito del supuesto producto u otros bienes sujetos 

a decomiso, en la medida en que ello sea compatible con los principios de su derecho 

interno y con la naturaleza de sus procedimientos judiciales y de otros procedimientos. 

Art. 11. Entrega vigilada. 

 

 

 


